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RADICADO: 50-001-31-04-001-2026-00068-00 

ACCIONANTE: LUIZA FERNANDA CASTAÑO RODRÍGUEZ 

ACCIONADO: MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

PRIMERA (1ª) INSTANCIA  

 

Villavicencio (Meta), veintiocho (28) de mayo de dos mil veintiséis (2026) 

 

I. ASUNTO 

  

Decide el Juzgado la acción de tutela interpuesta por LUIZA FERNANDA 

CASTAÑO RODRÍGUEZ, en contra del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación (Minciencias), por la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales al debido proceso, igualdad, buena fe y confianza legítima. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Hechos 

 

LUIZA FERNANDA CASTAÑO RODRÍGUEZ indica que en el marco de la 

Convocatoria 975 de 2026 “Becas para el Cambio” organizada por Minciencias el 

22 de abril de 2026, siendo las 18:32 horas procedió a realizar el registro de su 

propuesta denominada “Modelo de diseño arquitectónico sensorial y urbanismo 

táctico para el fortalecimiento de la justicia restaurativa indígena: Caso piloto 

Centro de Armonización Ancestral de la Nación Pijao”, en el portal web de la 

entidad accionada, sistema que arrojó el siguiente mensaje: “Usted ya posee una 

solicitud y está en trámite de aprobación”. Dada la imposibilidad del registro, de 

inmediato reportó dicha situación bajo el radicado 20260025837R.   

 

Refiere que el 23 de abril siguiente, fecha límite para el registro, la plataforma 

colapsó, lo cual también reportó a la entidad accionada; a este le correspondió el 

radicado 20260027368R. 

 

Sostiene que el 27 de abril del presente año, Minciencias expidió la Adenda No. 2 

de la Convocatoria, extendiendo el plazo para el registro de las propuestas, no 

obstante, advierte que a las 14:03 horas de esa misma calenda le fueron remitidas 

las credenciales, teniendo menos de 24 horas para realizar el cargue al sistema, 

el cual, seguía presentando problemas. 

 

Advierte que el 28 de abril, la plataforma se cerró antes las 04:00 p.m., hora límite 

para hacer el registro, lo cual, el sistema nuevamente no le permitió efectuar, 

pues al presionar el botón de registro, este arrojó un mensaje de “error”, pese a 

que aun se encontraba dentro de término. 
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Refiere que adicional a los reportes indicados, mediante correo electrónico 

dirigido a atencionalciudadano@minciencias.gov.co comunicó las fallas 

presentadas. 

 

En respuesta del 13 de mayo con radicado 20260030690S, la entidad accionada 

negó sus requerimientos, exponiendo la normalización del servicio, aspecto que 

cuestiona la accionante.  

 

Finalmente, expone la entidad accionada al no permitirle el registro de su 

propuesta no solo vulnera sus derechos, sino que desconoce los intereses del 

pueblo indígena Nación Pijao, dado que su proyecto, busca materializar la 

Jurisdicción Especial Indígena mediante espacios de sanación y no reclusión, 

además, fortalece su autonomía territorial. 

 

2.2. Pretensiones 

 

Con base en lo expuesto, solicita se conceda el amparo de sus derechos 

fundamentales al debido proceso, igualdad y acceso a la administración pública, 

en consecuencia, se ordene a Minciencias, habilite un mecanismo efectivo que 

permita la radicación formal de su proyecto. 

 

2.3. Actuación procesal 

 

Por reparto correspondió la presente acción de tutela a este Despacho, que por 

auto del 14 de mayo de 2026 avocó el conocimiento de la actuación dirigida en 

contra del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, oportunidad en la que 

se vinculó a los aspirantes de la Convocatoria 975 de 2026 “Becas Para el Cambio” 

desarrollada por la entidad accionada. 

 

Por otra parte, se negó la medida provisional solicitada por la parte actora. 

 

2.4. Respuesta recibida 

 

2.4.1. El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de Minciencias informa que esa 

cartera, dio apertura a la Convocatoria 975 “Becas para el Cambio” Formación en 

Maestrías y Doctorados con la con la finalidad de ofrecer apoyos económicos para 

la formación de alto nivel en programas de este tipo posgrados a nivel nacional e 

internacional. Convocatoria dirigida a profesionales universitarios colombianos, 

que se encuentren desarrollando sus estudios, o admitidos o en proceso de 

admisión a un programa de formación de alto nivel en alguna de las modalidades 

de maestría nacional, doctorado nacional o doctorado internacional. 

 

mailto:atencionalciudadano@minciencias.gov.co
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Explicó que dicha convocatoria fue abierta desde el 13 de marzo de 2026, 

inicialmente con cierre el 20 de abril de 2026 (4:00 p.m.), posteriormente ampliado 

al 23 de abril de 2026 mediante Adenda No. 1 y, finalmente, al 28 de abril de 2026 

mediante Adenda No. 2, en razón de fallas técnicas presentadas en la plataforma 

“SIGP” los días 23 y 25 de abril de 2026. 

 

Respecto de la situación particular de la accionante, indicó que esta realizó su 

pre-registro en el sistema el 22 de abril de 2026, esto es, con posterioridad al plazo 

límite previsto para la generación de credenciales (21 de abril de 2026). Asimismo, 

presentó solicitudes mediante radicados 20260025837R (22 de abril de 2026) y 

20260027368R (23 de abril de 2026), alegando inconvenientes técnicos para el 

acceso a la plataforma. Advierte que respondió dichas solicitudes los días 13 de 

mayo y 19 de mayo de 2026, informando que las credenciales fueron finalmente 

asignadas el 27 de abril de 2026, cuando el término ya estaba vencido. 

 

De igual modo se precisó que, si bien se presentaron fallas en la plataforma, estas 

dieron lugar a medidas excepcionales, como la ampliación de plazos mediante la 

Adenda No. 2; sin embargo, dicha medida aplicaba exclusivamente a los 

aspirantes que ya contaban con credenciales generadas antes del 21 de abril de 

2026, por lo que la accionante no podía beneficiarse de dicha ampliación. 

 

Igualmente, destacó que el procedimiento de inscripción y los mecanismos para 

reportar fallas estaban claramente establecidos en los términos de la 

Convocatoria, los cuales exigían la remisión oportuna de evidencias (capturas de 

pantalla con fecha y hora) mediante el sistema PQRSD antes del cierre de 

inscripción. Además, reiteró que los plazos del cronograma eran perentorios e 

improrrogables, y que su incumplimiento implicaba la pérdida del derecho a 

participar. 

 

En ese orden de ideas, la entidad concluyó que la imposibilidad de participación 

de la accionante no obedecía a una falla técnica imputable al Ministerio, sino al 

incumplimiento del requisito previo de pre-registro dentro del término 

establecido, lo que impedía su habilitación en la convocatoria. 

 

Igualmente, argumentó que las convocatorias públicas se rigen por reglas 

establecidas para su desarrollo, las cuales garantizan los principios de igualdad, 

transparencia, mérito y selección objetiva, conforme a la Ley 1286 de 2009. En 

consecuencia, permitir la participación extemporánea de la accionante implicaría 

un tratamiento preferencial injustificado frente a los demás aspirantes. 

 

Resaltó también que la entidad actuó diligentemente frente a las contingencias 

técnicas, adoptando medidas generales (como la ampliación del cronograma) y 
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difundiendo ampliamente la Adenda No. 2 en su página web y redes sociales, 

logrando una participación superior a 25.000 postulaciones. 

 

Finalmente, sostuvo que no existió vulneración de derechos fundamentales, pues 

las condiciones de participación fueron previamente publicadas y aplicadas de 

manera uniforme. En ese sentido, solicitó declarar la ausencia de legitimación en 

la causa por activa, por incumplimiento de los requisitos de la convocatoria y sus 

adendas. 

 

Subsidiariamente, requirió negar el amparo constitucional solicitado. 

 

2.4.2. Los aspirantes a la Convocatoria 795 “Becas para el Cambio”, guardaron 

silencio. 

 

III. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO  

  

3.1. Competencia 

 

De conformidad a lo establecido en el numeral 2 del artículo 2.2.3.1.2.1. del 

Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1 del Decreto 333 de 2021 en 

concordancia con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, la competencia 

corresponde a los Juzgados del Circuito, razón por la que este Despacho posee 

facultad para pronunciarse sobre la acción pública interpuesta. 

 

 3.2. Problema jurídico 

 

Conforme a los antecedentes fácticos reseñados en precedencia, le corresponde al 

Despacho inicialmente determinar si la presente acción de tutela es procedente 

para analizar la presunta vulneración de los derechos fundamentales de la 

accionante. 

 

En el evento de superarse lo anterior, se abordará el caso concreto con el fin de 

establecer si Minciencias presuntamente vulneró los derechos fundamentales de 

debido proceso, buena fe, igualdad, confianza legítima y acceso a la 

administración pública, al no permitirle a LUIZA FERNANDA CASTAÑO su 

registro en la Convocatoria 975 de 2026 “Becas para el Cambio”. 

 

3.3. Examen de procedibilidad 

 

El artículo 86 de la Constitución Política dispone que la acción de tutela es un 

mecanismo judicial subsidiario, residual, informal y autónomo que tiene por 

objeto garantizar la “protección inmediata de los derechos fundamentales” de los 
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ciudadanos por medio de un “procedimiento preferente y sumario”1. De acuerdo 

con lo previsto por el Decreto 2591 de 1991 y el desarrollo jurisprudencial de la 

Corte Constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de 

tutela son: (i) la legitimación en la causa, (ii) la inmediatez y (iii) la 

subsidiariedad. El cumplimiento de estos requisitos de procedencia es una 

condición para que el juez de tutela pueda resolver la controversia suscitada. En 

este sentido, a continuación, el Despacho examinará si la presente solicitud de 

tutela satisface tales exigencias.  

 

3.3.1. En el presente asunto se confirma la legitimidad por activa para promover 

la acción de tutela por parte de LUIZA FERNANDA CASTAÑO RODRÍGUEZ en 

razón a que es la titular de los derechos fundamentales presuntamente afectados, 

de conformidad con los artículos 86 de la Constitución y 1° del Decreto 2591 de 

1991. 

 

3.3.2. De la legitimidad por pasiva. Este requisito se supera, dado que Minciencias 

es la entidad encargada de adelantar la Convocatoria 975 de 2026 “Becas para el 

Cambio” siendo a esta la entidad a la cual se le reprocha su conducta frente a las 

garantías constitucionales de la accionante. 

 

3.3.3. En cuanto al requisito de inmediatez, se tiene que la presunta afectación 

inició el 22 de abril de 2026, cuando el sistema SIGP de la entidad accionada, no 

permitió el registro de la accionante a la Convocatoria, sumado a que desde esa 

calenda ha elevado requerimientos ante Minciencias, exponiendo las fallas en la 

plataforma y requiriendo se le permita su registro en dicho trámite, todo ello ha 

ocurrido a menos de un mes de interponerse la presente acción, siendo ello 

razonable, cumpliéndose así con este presupuesto. 

 

3.3.4. Finalmente, en lo concerniente al principio de subsidiariedad, tenemos que 

los artículos 86 de la Constitución Política y 6.1 del Decreto 2591 de 1991 prevén 

que esta acción es excepcional y complementaria -no alternativa- a los demás 

medios de defensa judicial2. El principio de subsidiariedad parte del supuesto de 

que las acciones y recursos judiciales ordinarios están diseñados para proteger la 

vigencia de los derechos fundamentales y, por lo tanto, los jueces ordinarios son 

quienes “tienen el deber preferente” de garantizarlos3. En efecto, el constituyente 

instituyó la tutela no para sustituir ni suplir “los mecanismos ordinarios de 

protección”4, sino para asegurar la garantía de los derechos fundamentales 

únicamente en aquellos eventos en que las acciones y recursos ordinarios no 

brindan una protección adecuada, integral y oportuna. 

 
1 Constitución Política, artículo 86. 
2 Corte Constitucional, Sentencias C-132 de 2018 y T-361 de 2017. Ver también, sentencias T-384 de 1998 y T-204 

de 2004.  
3 Corte Constitucional, Sentencia SU-691 de 2017.  
4 Corte Constitucional, Sentencias T-284 de 2014 y SU-691 de 2017.  
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En virtud del principio de subsidiariedad, el artículo 86 de la Constitución Política 

prescribe que la acción de tutela procede, por regla general, en los siguientes 

supuestos5: (i) el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial idóneo y 

eficaz, caso en el cual la tutela procede como mecanismo de protección definitivo; 

y (ii) la tutela se utiliza con el propósito de “evitar un perjuicio irremediable”6, 

caso en el cual procede como mecanismo transitorio. 

 

Con fundamento en lo anterior, se tiene que la acción de tutela ha sido concebida 

como mecanismo subsidiario para proteger derechos fundamentales 

constitucionales que resulten amenazados y/o vulnerados por las acciones u 

omisiones de las autoridades o de los particulares, siempre que no se disponga de 

otro mecanismo de defensa judicial, criterios que orientan el análisis del caso. En 

reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha afirmado que el carácter 

subsidiario de la acción de tutela torna improcedente la misma ante el no ejercicio 

de los mecanismos de defensa judicial. 

 

En esa misma línea, ha señalado igualmente la Corte que la tutela no desplaza 

las acciones ordinarias, de este modo se evita que por esta vía se llegue a 

desarticular el sistema de competencias y procedimientos propio del Estado 

Constitucional de Derecho. Así lo ha sostenido esa Corporación7: 

 

“…que la paulatina sustitución de los mecanismos ordinarios de protección de 

derechos y de solución de controversias por el uso indiscriminado e irresponsable 

de la acción de tutela entraña (i) que se desfigure el papel institucional de la acción 

de tutela como mecanismo subsidiario para la protección de los derechos 

fundamentales, (ii) que se niegue el papel primordial que debe cumplir el juez 

ordinario en idéntica tarea, como quiera que es sobre todo éste quien tiene el deber 

constitucional de garantizar el principio de eficacia de los derechos fundamentales 

(artículo 2 Superior) y (iii) que se abran las puertas para desconocer el derecho al 

debido proceso de las partes en contienda, mediante el desplazamiento de la 

garantía reforzada en qué consisten los procedimientos ordinarios ante la 

subversión del juez natural (juez especializado) y la transformación de los 

procesos ordinarios que son por regla general procesos de conocimiento (no 

sumarios).”  

 

Con todo, ante la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la 

acción de tutela, la Alta Corporación ha estimado que aquella es improcedente si 

quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las 

utiliza oportunamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por 

cuanto, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios 

 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-071 de 2021.  
6 Constitución Política, art. 86.  
7 Corte Constitucional, Sentencia T-514 de 2003. 
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son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo 

cual deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de 

convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 

superior. 

 

Sin embargo, en ciertos eventos esa circunstancia no resulta incompatible con la 

acción de tutela, cuando se utiliza como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable, según lo ha reiterado el Alto Tribunal en los siguientes 

términos8: 

 

“Para que la acción de tutela sea procedente y desplace los medios de defensa 

judicial previstos en la ley, es necesario que ciertamente se presente la urgencia 

de amparar un derecho de rango constitucional y no legal y se compruebe la 

existencia de un perjuicio irremediable, asunto que debe ser verificado 

cuidadosamente por el juez al establecer la procedibilidad de la acción de amparo.” 

 

En el presente caso, la accionante expone la presunta vulneración de sus derechos 

fundamentales por parte de Minciencias al no permitir su registro a la 

Convocatoria 975 de 2026 “Becas para el Cambio”, de allí que solicita se habilite 

la plataforma para proceder a realizar la respectiva inscripción de su proyecto. 

 

No obstante, la presente acción de tutela se torna improcedente, toda vez que la 

accionante no ha agotado los mecanismos ordinarios que tiene a su disposición 

para hacer valer sus derechos en el marco la Convocatoria. La tutela no está 

diseñada para sustituir los procedimientos legales establecidos, y ante una 

presunta vulneración de derechos fundamentales, en principio debe acudirse a 

los medios de defensa principales previstos por el ordenamiento jurídico, salvo 

que se demuestre la inexistencia de mecanismos idóneos o la necesidad urgente 

de intervención judicial, circunstancias que no se expone ni se acreditan en el 

presente caso. 

 

A juicio del Juzgado, no se advierte la inminencia de un perjuicio irremediable, 

con grave perjuicio para los derechos fundamentales de la accionante, como 

requisito de procedencia para el análisis a través de la acción de tutela como 

mecanismo subsidiario de defensa judicial. Lo anterior cobra relevancia, si se 

tiene en cuenta que, al traslado de la presente acción, Minciencias fue claro al 

precisar que la imposibilidad de participación de la accionante no obedecía a una 

falla técnica imputable a ese Ministerio, sino al incumplimiento del requisito 

previo de pre-registro dentro del término establecido (venció el 21 de abril y la 

accionante lo realizó el 22), lo que impedía su habilitación en la convocatoria. 

 

 
8 Corte Constitucional, Sentencias T-435 de 2005, T- 353 de 2005, T-330 de 1998 y SU- 039 de 1997.  
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En consecuencia no se advierte la urgencia o inminencia de un perjuicio 

irremediable que permita prescindir del agotamiento previo de los mecanismos 

que tiene la accionante a su alcance para atacar la actuación administrativa de 

la entidad accionada en el marco de Convocatoria 975 y Adendas 1° y 2°, actos 

que en principio gozan de legalidad, por lo cual sólo puede impugnarse a través 

de los medios de control de la jurisdicción contenciosa administrativa, con un 

mayor debate probatorio y donde, además, puede solicitar la suspensión de los 

actos, lo cual permite advertir la eficacia de dicho mecanismo, sin que entonces 

se puedan desplazar las acciones ordinarias correspondientes, en atención al 

principio de subsidiaridad de la tutela. Así lo ha indicado la Corte Constitucional9: 

 

“… con la introducción al ordenamiento jurídico de la Ley 1437 de 2011 (en 

adelante “CPACA” ), se amplió la posibilidad de solicitar la adopción de medidas 

cautelares en los procesos adelantados ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, al mismo tiempo que se previó la reducción en la duración de los 

procesos. 

 

 En este sentido, respecto de las condiciones para solicitar la aplicación de las 

medidas cautelares dispuestas en el CPACA, este tribunal se pronunció en la 

sentencia C-284 de 2014, providencia en la que concluyó que existen diferencias 

entre estas y la protección inmediata que otorga la acción de tutela. El 

procedimiento para que el juez decrete una medida cautelar es más largo, respecto 

de los 10 días establecidos para la definición del amparo constitucional. En efecto, 

de acuerdo con los artículos 233 y 236 del CPACA, el demandante puede solicitar 

que se decrete una medida cautelar desde la presentación de la demanda y en 

cualquier etapa del proceso, la cual deberá ser decidida por el juez en los 10 días 

siguientes al traslado de la misma y, la decisión será susceptible de recursos de 

apelación o súplica, según sea el caso, los cuales se conceden en efecto devolutivo 

y deben ser resueltos en un tiempo máximo de 20 días. 

 

Por lo demás, en la sentencia SU-691 de 2017, la Corte argumentó que estas 

nuevas herramientas permiten materializar la protección de los derechos de 

forma igual, o incluso superior a la acción de tutela, en los juicios de carácter 

administrativo. Sin embargo, advirtió que ello no significa la improcedencia 

automática y absoluta del amparo constitucional, ya que los jueces tienen la 

obligación de realizar, de conformidad con el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, 

un juicio de idoneidad en abstracto y otro de eficacia en concreto y, por 

consiguiente, están obligados a considerar, en cada caso: “(i) el contenido de la 

pretensión y (ii) las condiciones de los sujetos involucrados. 

(…)” 

 

En suma, al no superarse el requisito de subsidiariedad, el Despacho declarará la 

improcedencia de la acción de tutela, al considerar que no es posible utilizar este 

mecanismo constitucional como sustituto de los medios ordinarios de defensa con 

 
9 Corte Constitucional, Sentencia T-151 de 2022. 
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los que cuenta la parte accionante, pues únicamente se debe acudir a la acción de 

tutela cuando no existan otros mecanismos judiciales idóneos o cuando estos 

resulten ineficaces para la protección urgente de derechos fundamentales, 

máxime cuando no se configura una afectación actual, grave e inminente que 

habilite la intervención del juez constitucional de manera excepcional. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Conocimiento 

de Villavicencio (Meta), administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por 

LUIZA FERNANDA CASTAÑO RODRÍGUEZ a través de apoderado, conforme 

a las consideraciones expuestas en la parte motiva de la presente decisión.  

 

SEGUNDO: ORDENAR al Ministerio De Ciencia, Tecnología e Innovación 

(Minciencias), publique la presente sentencia en su página web oficial. 

 

TERCERO: La anterior decisión podrá ser impugnada, en los términos señalados 

en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 en concordancia con establecido en la 

Ley 2213 de 2022.  

 

CUARTO: De conformidad con los artículos 30 y 31 del Decreto 2591 de 1991, 

notifíquese en legal forma la presente decisión y si la misma no fuere impugnada, 

remítase de manera inmediata a la Corte Constitucional, para su eventual 

revisión. En su defecto si llegase a ser impugnada, envíese a la Sala Penal del 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Villavicencio para lo pertinente. 

 

QUINTO: Una vez devueltas las presentes diligencias por parte de la Corte 

Constitucional siendo excluidas de revisión, por Secretaría archívense sin 

necesidad de auto que lo ordene. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

     
ÁLVARO CARRILLO GARZÓN  

Juez Primero Penal del Circuito de Conocimiento  


